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 7. Acepta con agradecimiento el ofrecimiento del Gobierno de Tailan-
dia de acoger el 11º Congreso de las Naciones Unidas sobre Prevención del 
Delito y Justicia Penal y pide al Secretario General que celebre consultas con 
el Gobierno de Tailandia e informe al respecto a la Comisión en su 12º período 
de sesiones; 

 8. Decide que la duración del 11º Congreso no sea de más de ocho dí-
as, incluidas las consultas previas al Congreso; 

 9. Invita a los Estados Miembros a que se hagan representar en el 11º 
Congreso al más alto nivel posible, por ejemplo, por Jefes de Estado o de Go-
bierno o ministros de gobierno y fiscales generales, para formular declaracio-
nes sobre el tema principal y los distintos temas de debate del Congreso y para 
participar en mesas redondas temáticas de carácter interactivo; 

 10. Alienta a los organismos especializados, programas de las Naciones 
Unidas y organizaciones intergubernamentales y no gubernamentales pertinen-
tes, así como a otras organizaciones profesionales, a que cooperen con el Cen-
tro para la Prevención Internacional del Delito de la Oficina de Fiscalización 
de Drogas y de Prevención del Delito de la Secretaría en los preparativos del 
11º Congreso; 

 11. Reitera su petición al Secretario General de que proporcione al 
Centro para la Prevención Internacional del Delito los recursos necesarios para 
los preparativos del 11º Congreso, en el marco de las consignaciones generales 
del presupuesto por programas para el bienio 2002-2003, y de que vele por que 
en el presupuesto por programas para el bienio 2004-2005 se prevean recursos 
suficientes para apoyar la celebración del Congreso; 

 12. Pide al Secretario General que, de conformidad con la práctica es-
tablecida, facilite los recursos necesarios para la participación de los países 
menos adelantados en las reuniones preparatorias regionales del 11º Congreso 
y en el Congreso propiamente dicho; 

 13. Pide a la Comisión que en su 12º período de sesiones dé forma de-
finitiva al programa del 11º Congreso y presente sus recomendaciones finales a 
la Asamblea General por conducto del Consejo Económico y Social; 

 14. Pide al Secretario General que vele por que se dé un seguimiento 
adecuado a la presente resolución e informe al respecto a la Asamblea General 
por conducto de la Comisión de Prevención del Delito y Justicia Penal en su 
12º período de sesiones.” 

37ª sesión plenaria 
24 de julio de 2002 

 
 

  2002/12 
Principios básicos para la aplicación de programas de justicia 
restitutiva en materia penal 
 
 

 El Consejo Económico y Social, 

 Recordando su resolución 1999/26 de 28 de julio de 1999, titulada “Elabora-
ción y aplicación de medidas de mediación y justicia restitutiva en materia de justicia 
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penal”, en la que pidió a la Comisión de Prevención del Delito y Justicia Penal que 
estudiara la conveniencia de formular normas de las Naciones Unidas en materia de 
mediación y justicia restitutiva, 

 Recordando asimismo su resolución 2000/14 de 27 de julio de 2000, titula-
da “Principios básicos sobre la utilización de programas de justicia restitutiva en 
materia penal”, en la que el Consejo pidió al Secretario General que solicitara ob-
servaciones de los Estados Miembros y de las organizaciones intergubernamentales y no 
gubernamentales pertinentes, así como de los institutos que integran la red del Pro-
grama de las Naciones Unidas en materia de prevención del delito y justicia penal, 
sobre la conveniencia y los medios de establecer principios comunes para la aplica-
ción de programas de justicia restitutiva en materia penal, incluida la conveniencia 
de elaborar un nuevo instrumento con ese fin, 

 Teniendo en cuenta los compromisos internacionales existentes con respecto a 
las víctimas, en particular la Declaración sobre los principios fundamentales de jus-
ticia para las víctimas de delitos y del abuso de poder52, 

 Tomando nota de los debates sobre justicia restitutiva mantenidos durante el 
Décimo Congreso de las Naciones Unidas sobre Prevención del Delito y Tratamien-
to del Delincuente, en el marco del tema del programa titulado “Delincuentes y víc-
timas: responsabilidad y equidad en el proceso de justicia”53, 

 Tomando nota de la resolución 56/261 de la Asamblea General de 31 de enero 
de 2002, titulada “Planes de acción para la aplicación de la Declaración de Viena 
sobre la delincuencia y la justicia: frente a los retos del siglo XXI”, y en particular 
de las medidas de justicia restitutiva que deban adoptarse para cumplir los compro-
misos contraídos en el párrafo 28 de la Declaración de Viena54, 

 Tomando nota con reconocimiento de la labor realizada por el Grupo de Exper-
tos sobre Justicia Restitutiva en su reunión celebrada en Ottawa del 29 de octubre al 
1º de noviembre de 2001, 

 Tomando nota del informe del Secretario General sobre la cuestión de la justi-
cia restitutiva55 y del informe del Grupo de Expertos sobre Justicia Restitutiva56, 

 1. Toma nota de los principios básicos sobre la utilización de programas de 
justicia restitutiva en materia penal, que se adjuntan a la presente resolución; 

 2. Alienta a los Estados Miembros a que se basen en los principios básicos 
sobre la utilización de programas de justicia restitutiva en materia penal para la ela-
boración y gestión de programas de justicia restitutiva; 

 3. Pide al Secretario General que vele por la máxima difusión posible de los 
principios básicos sobre la utilización de programas de justicia restitutiva en materia 
penal entre los Estados Miembros, los institutos de la Red del Programa de las Na-
ciones Unidas en materia de prevención del delito y justicia penal y otras organiza-
ciones internacionales, regionales y no gubernamentales; 

__________________ 

 52 Resolución 40/34 de la Asamblea General, anexo. 
 53 Véase Décimo Congreso de las Naciones Unidas sobre Prevención del Delito y Tratamiento del 

Delincuente, Viena, 10 a 17 de abril de 2000: Informe preparado por la Secretaría (publicación 
de las Naciones Unidas, número de venta: S.00.IV.8), cap. V, secc. E. 

 54 Resolución 55/59 de la Asamblea General, anexo. 
 55 E/CN.15/2002/5 y Corr.1. 
 56 E/CN.15/2002/5/Add.1. 
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 4. Exhorta a los Estados Miembros que hayan adoptado prácticas de justicia 
restitutiva a que informen sobre esas prácticas a otros Estados que se interesen por 
ellas; 

 5. Exhorta asimismo a los Estados Miembros a que se presten asistencia 
mutuamente en la elaboración y aplicación de programas de investigación, de capa-
citación y de otra índole, así como en las actividades para fomentar el debate y el in-
tercambio de experiencias en cuestiones de justicia restitutiva; 

 6. Insta además a los Estados Miembros a que se planteen la posibilidad de 
prestar asistencia técnica, mediante contribuciones voluntarias, a los países en desa-
rrollo y a los países con economías en transición que soliciten tal asistencia, a fin de 
ayudarlos a formular programas de justicia restitutiva. 

37ª sesión plenaria 
24 de julio de 2002 

 
 

  Anexo 
 

Principios básicos sobre la utilización de programas de justicia restitutiva 
en materia penal 

   Preámbulo 
 

 Recordando que en el mundo entero ha habido un significativo aumento de las 
iniciativas en materia de justicia restitutiva, 

 Reconociendo que esas iniciativas a menudo se basan en formas de justicia 
tradicionales e indígenas en las que el delito se considera fundamentalmente un da-
ño a la persona, 

 Recalcando que la justicia restitutiva es una respuesta evolutiva al delito que 
respeta la dignidad y la igualdad de todas las personas, favorece el entendimiento y 
promueve la armonía social mediante la recuperación de las víctimas, los delincuen-
tes y las comunidades, 

 Destacando que este enfoque permite a los afectados por un delito compartir 
abiertamente sus sentimientos y experiencias y tiene por objeto atender sus 
necesidades, 

 Consciente de que este enfoque da a las víctimas la oportunidad de obtener 
reparación, sentirse más seguras e intentar cerrar una etapa; permite a los delin-
cuentes comprender mejor las causas y los efectos de su comportamiento y asumir 
una genuina responsabilidad: y permite a las comunidades comprender las causas 
profundas de la acción delictiva, promover el bienestar comunitario y prevenir la 
delincuencia, 

 Observando que la justicia restitutiva da origen a una serie de medidas que son 
flexibles en su adaptación a los sistemas de justicia penal vigentes y complementan 
esos sistemas, teniendo en cuenta las circunstancias jurídicas, sociales y culturales, 

 Reconociendo que el uso de la justicia restitutiva no menoscaba el derecho de 
los Estados de perseguir a los presuntos delincuentes, 
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  I. Definiciones 
 

 1. Por “programa de justicia restitutiva” se entiende todo programa que uti-
lice procesos restitutivos e intente lograr resultados restitutivos. 

 2. Por “proceso restitutivo” se entiende todo proceso en que la víctima, 
el delincuente y, cuando proceda, cualesquiera otras personas o miembros de 
la comunidad afectados por un delito, participen conjuntamente de forma activa en 
la resolución de cuestiones derivadas del delito, por lo general con la ayuda de un 
facilitador. Entre los procesos restitutivos se puede incluir la mediación, la concilia-
ción, la celebración de conversaciones y las reuniones para decidir condenas. 

 3. Por “resultado restitutivo” se entiende un acuerdo logrado como conse-
cuencia de un proceso restitutivo. Entre los resultados restitutivos se pueden incluir 
respuestas y programas como la reparación, la restitución y el servicio a la comuni-
dad, encaminados a atender a las necesidades y responsabilidades individuales y co-
lectivas de las partes y a lograr la reintegración de la víctima y del delincuente. 

 4. Por “partes” se entiende la víctima, el delincuente y cualesquiera otras 
personas o miembros de la comunidad afectados por un delito que participen en un 
proceso restitutivo. 

 5. Por “facilitador” se entiende una persona cuya función es facilitar, de 
manera justa e imparcial, la participación de las partes en un proceso restitutivo. 
 

  II. Utilización de programas de justicia restitutiva 
 

 6. Los programas de justicia restitutiva se pueden utilizar en cualquier etapa 
del sistema de justicia penal, a reserva de lo dispuesto en la legislación nacional. 

 7. Los procesos restitutivos deben utilizarse únicamente cuando hay prue-
bas suficientes para inculpar al delincuente, y con el consentimiento libre y volunta-
rio de la víctima y el delincuente. La víctima y el delincuente podrán retirar ese con-
sentimiento en cualquier momento del proceso. Se llegará a los acuerdos de forma 
voluntaria y sólo contendrán obligaciones razonables y proporcionadas. 

 8. La víctima y el delincuente normalmente deben estar de acuerdo sobre 
los hechos fundamentales de un asunto como base para su participación en un pro-
ceso restitutivo. La participación del delincuente no se utilizará como prueba de 
admisión de culpabilidad en procedimientos judiciales ulteriores. 

 9. Las diferencias conducentes a una desigualdad de posiciones, así como 
las diferencias culturales entre las partes, se deben tener en cuenta al someter un ca-
so a un proceso restitutivo y al llevar a cabo ese proceso. 

 10. La seguridad de las partes debe ser tenida en cuenta al someter un caso a 
un proceso restitutivo y al llevar a cabo ese proceso. 

 11. Cuando los procesos restitutivos no sean un recurso apropiado o posible, 
el caso deberá remitirse a la justicia penal y se deberá adoptar sin demora una deci-
sión sobre la manera de proceder. En esos casos, los funcionarios de justicia penal 
se esforzarán por alentar al delincuente a que asuma su responsabilidad para con la 
víctima y las comunidades afectadas, y apoyarán la reintegración de la víctima y del 
delincuente en la comunidad. 
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  III. Funcionamiento de los programas de justicia restitutiva 
 

 12. Los Estados Miembros deben considerar la posibilidad de establecer di-
rectrices y normas, con base legislativa cuando sea preciso, que rijan la utiliza-
ción de los programas de justicia restitutiva. Esas directrices y normas deberán res-
petar los principios básicos aquí enunciados y versarán, entre otras cosas, sobre lo 
siguiente: 

 a) Las condiciones para la remisión de casos a los programas de justicia res-
titutiva; 

 b) La gestión de los casos después de un proceso restitutivo; 

 c) Las calificaciones, la capacitación y la evaluación de los facilitadores; 

 d) La administración de los programas de justicia restitutiva; 

 e) Las normas de competencia y las reglas de conducta que regirán el fun-
cionamiento de los programas de justicia restitutiva. 

 13. En los programas de justicia restitutiva, y en particular en los procesos 
restitutivos, deben aplicarse salvaguardias básicas en materia de procedimiento que 
garanticen la equidad para con el delincuente y la víctima: 

 a) A reserva de lo dispuesto en la legislación nacional, la víctima y el delin-
cuente deben tener derecho a consultar a un asesor letrado en relación con el proce-
so restitutivo y, en caso necesario, a servicios de traducción o interpretación. Los 
menores, además, tendrán derecho a la asistencia de los padres o el tutor; 

 b) Antes de dar su acuerdo para participar en procesos restitutivos, las par-
tes deben ser plenamente informadas de sus derechos, de la naturaleza del proceso y 
de las posibles consecuencias de su decisión; 

 c) No se debe coaccionar a la víctima ni al delincuente para que participen 
en procesos restitutivos o acepten resultados restitutivos, ni se los debe inducir a ha-
cerlo por medios desleales. 

 14. Las conversaciones mantenidas en los procesos restitutivos que no sean 
públicos tendrán carácter confidencial y no deberán revelarse ulteriormente, salvo 
acuerdo de las partes o si la legislación nacional dispone otra cosa. 

 15. Los resultados de los acuerdos dimanantes de programas de justicia resti-
tutiva, cuando proceda, deberán ser supervisados judicialmente o incorporados a de-
cisiones o sentencias judiciales. Cuando así ocurra, los resultados tendrán la misma 
categoría que cualquier otra decisión o sentencia judicial y deberán excluir la posi-
bilidad de enjuiciamiento por los mismos hechos. 

 16. Cuando no se llegue a un acuerdo entre las partes, el caso deberá some-
terse al proceso de justicia penal ordinario y se deberá adoptar sin demora una deci-
sión sobre la forma de proceder. El solo hecho de no haber llegado a un acuerdo no 
podrá ser invocado en ulteriores procedimientos de justicia penal. 

 17. El incumplimiento de un acuerdo concertado en el curso de un proceso 
restitutivo deberá remitirse al programa restitutivo o, cuando así lo disponga la le-
gislación nacional, al proceso de justicia penal ordinario, y deberá adoptarse sin 
demora una decisión sobre la forma de proceder. El incumplimiento de un acuerdo, 
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distinto de una decisión o sentencia judicial, no deberá servir de justificación para 
imponer una condena más severa en ulteriores procedimientos de justicia penal. 

 18. Los facilitadores deben desempeñar sus funciones de manera imparcial, 
con el debido respeto a la dignidad de las partes. En ese sentido, velarán por que las 
partes actúen con mutuo respeto y deberán hacer posible que las partes encuentren 
una solución pertinente entre sí. 

 19. Los facilitadores deberán poseer un buen conocimiento de las culturas y 
las comunidades locales y, cuando proceda, recibirán capacitación inicial antes de 
asumir sus funciones de facilitación. 
 

  IV. Desarrollo continuo de los programa de justicia restitutiva 
 

 20. Los Estados Miembros deben considerar la posibilidad de formular estra-
tegias y políticas nacionales encaminadas al desarrollo de la justicia restitutiva y a la 
promoción de una cultura propicia para la utilización de la justicia restitutiva, entre 
las autoridades policiales, judiciales y sociales y las comunidades locales. 

 21. Se deben celebrar consultas periódicas entre las autoridades de justicia 
penal y los administradores de programas de justicia restitutiva para elaborar una 
concepción común de los procesos y resultados restitutivos y potenciar su eficacia a 
fin de acrecentar la utilización de programas restitutivos y estudiar medios de incor-
porar criterios de tipo restitutivo a las prácticas de justicia penal. 

 22. Los Estados Miembros, en cooperación con la sociedad civil cuando pro-
ceda, deberán promover la investigación sobre los programas de justicia restitutiva y 
su evaluación para determinar en qué medida producen resultados restitutivos, sir-
ven de complemento o alternativa al proceso de justicia penal, y arrojan resultados 
positivos para todas las partes. Los procesos de justicia restitutiva pueden requerir 
cambios concretos con el paso del tiempo. Por consiguiente, los Estados Miembros 
deben alentar la evaluación y modificación periódicas de esos programas. Los resul-
tados de las investigaciones y evaluaciones deberán orientar la ulterior elaboración 
de políticas y programas. 
 

  V. Cláusula de salvaguardia 
 

 23. Nada de lo enunciado en estos Principios básicos afectará a los derechos 
del delincuente o de la víctima reconocidos por la legislación nacional o el derecho 
internacional pertinente. 
 
 

  2002/13 
Medidas para promover la prevención eficaz del delito 
 
 

 El Consejo Económico y Social, 

 Teniendo presente su resolución 1996/16, de 23 de julio de 1996, en la que pi-
dió al Secretario General que siguiera promoviendo el empleo y la aplicación de las 
reglas y normas de las Naciones Unidas en materia de prevención del delito y justi-
cia penal, 

 Recordando los elementos de una política responsable de prevención de la de-
lincuencia: reglas y normas, adjuntados como anexo de su resolución 1997/33, de 21 
de julio de 1997, en particular los relativos a la participación de la comunidad que 
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se enumeran en los párrafos 14 a 23 de dicho anexo, así como el proyecto revisado 
de elementos de una política responsable de prevención de la delincuencia, prepara-
dos por la Reunión del Grupo de Expertos sobre elementos de una política respon-
sable de prevención de la delincuencia: Haciendo frente a los problemas tradiciona-
les y nuevos del delito, celebrada en Buenos Aires del 8 al 10 de septiembre de 
1999, 

 Tomando nota del coloquio internacional de expertos en prevención del delito 
convocado en Montreal (Canadá) del 3 al 6 de octubre de 1999 por los Gobiernos de 
Francia, los Países Bajos y el Canadá, en colaboración con el Centro Internacio-
nal de Prevención del Delito de Montreal, como reunión preparatoria del Décimo 
Congreso de las Naciones Unidas sobre Prevención del Delito y Tratamiento del 
Delincuente, 

 Tomando nota de que el proyecto de elementos de una política responsable de 
prevención de la delincuencia se examinó en el curso práctico sobre participación de 
la comunidad en la prevención de la delincuencia, celebrado durante el Décimo 
Congreso de las Naciones Unidas sobre Prevención del Delito y Tratamiento del De-
lincuente, que tuvo lugar en Viena del 10 al 17 de abril de 2000, 

 Reconociendo la necesidad de actualizar y ultimar el proyecto de elementos de 
una política responsable de prevención de la delincuencia, 

 Consciente de la posibilidad de reducir considerablemente la delincuencia y la 
victimización aplicando criterios fundados en los conocimientos, y de que la pre-
vención eficaz del delito puede contribuir a la seguridad y la protección de las per-
sonas y sus bienes y a la calidad de vida en las comunidades de todo el mundo, 

 Tomando nota de la resolución 56/261 de la Asamblea General, de 31 de enero 
de 2002, titulada “Plan de acción para la aplicación de la Declaración de Viena so-
bre la delincuencia y la justicia: frente a los retos del siglo XXI”, y en particular de 
las medidas relativas a la prevención del delito para dar cumplimiento a los com-
promisos contraídos en los párrafos 11, 13, 20, 21, 24 y 25 de la Declaración de 
Viena57, 

 Convencido de la necesidad de propugnar un programa de medidas de colabo-
ración respecto de los compromisos contraídos en la Declaración de Viena, 

 Tomando nota con reconocimiento de la labor realizada por el grupo de exper-
tos sobre prevención del delito en su reunión celebrada en Vancouver (Canadá) del 
21 al 24 de enero de 2002, y de las actividades del Secretario General para preparar 
un informe sobre los resultados de esa reunión interregional, en el que figuran pro-
yectos de directrices revisadas para la prevención del delito y en el que se proponen 
temas prioritarios de acción internacional58, 

 Reconociendo que cada uno de los Estados Miembros posee una estructura gu-
bernamental, características sociales y una capacidad económica que le son propias, 
y que esos factores influirán en el ámbito y en la aplicación de sus programas de 
prevención del delito, 

__________________ 

 57 Resolución 55/59 de la Asamblea General, anexo. 
 58 E/CN.15/2002/4. 
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 Reconociendo también que los cambios de las circunstancias y la evolución de 
los enfoques en materia de prevención del delito tal vez requieran una elaboración 
más detallada y una adaptación de las directrices sobre prevención del delito, 

 1. Acepta las directrices para la prevención del delito que figuran como 
anexo de la presente resolución, con miras a proporcionar elementos para una pre-
vención eficaz del delito; 

 2. Invita a los Estados Miembros a que se basen en las directrices, según 
proceda, a efectos de elaborar o de fortalecer sus políticas de prevención del delito y 
justicia penal; 

 3. Pide a los órganos pertinentes de las Naciones Unidas y a otras organiza-
ciones especializadas que intensifiquen la coordinación y cooperación entre orga-
nismos en cuestiones de prevención del delito, como se prevé en las directrices, y 
que con este fin den a estas directrices una amplia difusión en el sistema de las Na-
ciones Unidas; 

 4. Pide al Centro para la Prevención Internacional del Delito de la Oficina 
de Fiscalización de Drogas y de Prevención del Delito de la Secretaría que, en con-
sulta con los Estados Miembros, los institutos de la red del Programa de las Nacio-
nes Unidas en materia de prevención del delito y justicia penal y otras entidades 
competentes del sistema de las Naciones Unidas, prepare un proyecto de asistencia 
técnica en la esfera de la prevención del delito, de conformidad con las directrices 
de la Oficina de Fiscalización de Drogas y de Prevención del Delito; 

 5. Pide a los Estados Miembros que establezcan redes internacionales, re-
gionales y nacionales de prevención del delito o que fortalezcan las ya existentes, 
con miras a elaborar estrategias basadas en los conocimientos, intercambiar infor-
mación sobre prácticas prometedoras y de eficacia comprobada, determinar elemen-
tos para su intercambio, y poner estos conocimientos a disposición de las comunida-
des de todo el mundo; 

 6. Pide al Secretario General que informe a la Comisión de Prevención del 
Delito y Justicia Penal en su 14º período de sesiones acerca de la aplicación de la 
presente resolución. 

37ª sesión plenaria 
24 de julio de 2002 

 
 

  Anexo 
 

  Directrices para la prevención del delito 
 

  I. Introducción 
 

1. Hay indicios claros de que las estrategias de prevención del delito bien planifi-
cadas no solo previenen el delito y la victimización, sino que también promueven la 
seguridad de la comunidad y contribuyen al desarrollo sostenible de los países. Las 
políticas responsables y eficaces de prevención del delito mejoran la calidad de la 
vida de todos los ciudadanos. Producen beneficios a largo plazo al reducir los costos 
relacionados con el sistema formal de justicia penal, así como otros costos sociales 
resultantes de la delincuencia. La prevención del delito ofrece oportunidades para 
aplicar un enfoque más económico a los problemas de la delincuencia. En las pre-
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sentes directrices se esbozan los elementos necesarios para una prevención eficaz 
del delito. 
 

  II. Marco de referencia conceptual 
 

2. El gobierno, a todos los niveles, tiene la responsabilidad de crear, mantener y 
promover un contexto en que las instituciones pertinentes del gobierno y todos los 
sectores de la sociedad civil, incluido el sector empresarial, puedan cumplir mejor la 
función que les corresponde en la prevención del delito. 

3. A los fines de las presentes directrices, la expresión “prevención del delito” 
engloba las estrategias y medidas encaminadas a reducir el riesgo de que se produz-
can delitos y sus posibles efectos perjudiciales para las personas y la sociedad, in-
cluido el temor a la delincuencia, y a intervenir para influir en sus múltiples causas. 
Las actividades para hacer cumplir las leyes, las sentencias y las medidas correcti-
vas, aunque también desempeñan funciones de prevención, están fuera del ámbito de 
las directrices, pues ya están extensamente reguladas en otros instrumentos de las 
Naciones Unidas59. 

4. Las presentes directrices tratan de la delincuencia y de sus efectos sobre las 
víctimas y la sociedad y tienen en cuenta la creciente internacionalización de las ac-
tividades delictivas. 

5. La participación de la comunidad, la cooperación y las asociaciones represen-
tan elementos importantes del concepto de prevención del delito establecido en estas 
directrices. Si bien el término “comunidad” puede definirse de diferentes maneras, 
en el presente contexto se refiere esencialmente a la participación de la sociedad ci-
vil a nivel local. 

6. La prevención del delito comprende una amplia diversidad de enfoques, entre 
los cuales figuran: 

 a) Promover el bienestar de las personas y fomentar un comportamiento fa-
vorable a la sociedad mediante la aplicación de medidas sociales, económicas, de 
salud y de educación, haciendo particular hincapié en los niños y los jóvenes, y cen-
trando la atención en el riesgo y los factores de protección relacionados con la de-
lincuencia y la victimización la prevención mediante el desarrollo social o la (pre-
vención social del delito); 

 b) Modificar las condiciones existentes en los vecindarios que influyen en 
la delincuencia, la victimización y la inseguridad resultantes del delito mediante el 
fomento de iniciativas, la aportación de experiencia y la decisión de los miembros 
de la comunidad (prevención de la delincuencia basada en la localidad); 

 c) Prevenir los delitos reduciendo oportunidades de cometerlos, aumentan-
do para los delincuentes el riesgo de ser detenidos y reduciendo al mínimo los bene-
ficios potenciales, incluso mediante el diseño ambiental, y proporcionando asisten-
cia e información a víctimas reales y potenciales (prevención de situaciones propi-
cias al delito); 

__________________ 

 59 Véase Recopilación de reglas y normas de las Naciones Unidas en la esfera de la prevención 
del delito y la justicia penal (publicación de las Naciones Unidas, número de venta: S.92.IV.1 y 
corrección). 
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 d) Prevenir la reincidencia proporcionando asistencia para la reintegración so-
cial de los delincuentes y otros mecanismos preventivos (programas de reintegración). 
 

  III.  Principios básicos 
 

  Función rectora del gobierno 
 

7. El gobierno, a todos los niveles, debe asumir una función rectora en la elabo-
ración de estrategias eficaces y humanas de prevención del delito y la creación y el 
mantenimiento de marcos institucionales para su aplicación y examen. 
 

  El desarrollo socioeconómico y la inclusión 
 

8. Se deben integrar consideraciones de prevención del delito en todos los pro-
gramas y políticas sociales y económicos pertinentes, incluidos los que tratan del 
empleo, la educación, la salud, la vivienda y la planificación urbana, la pobreza, la 
marginación social y la exclusión. Se debe hacer particular hincapié en las comuni-
dades, las familias, los niños y los jóvenes en situación de riesgo. 
 

  La cooperación y las asociaciones 
 

9. La cooperación y las asociaciones deben formar parte de una prevención eficaz 
del delito, en razón de la naturaleza global de las causas del delito y de las califica-
ciones y responsabilidades necesarias para abordarlas. Entre las asociaciones figuran 
las que se establecen entre ministerios y entre autoridades, organizaciones comuni-
tarias, organizaciones no gubernamentales, el sector empresarial y los ciudadanos a 
título individual. 
 

  Sostenibilidad y rendición de cuentas 
 

10. La prevención del delito requiere recursos adecuados para asegurar su soste-
nimiento, inclusive fondos para estructuras y actividades. Debe haber una clara ren-
dición de cuentas respecto de los fondos, la ejecución y la evaluación, así como del 
logro de los resultados previstos. 
 

  Base de conocimientos 
 

11. Las estrategias, políticas, programas y medidas de prevención del delito deben 
tener una amplia base de conocimientos multidisciplinarios sobre los problemas de 
la delincuencia, sus múltiples causas y las prácticas que hayan resultado eficaces y 
prometedoras. 
 

  Los derechos humanos, el estado de derecho y la cultura de la legalidad 
 

12. En todos los aspectos de la prevención del delito se deben respetar el estado de 
derecho y los derechos humanos reconocidos en los instrumentos internacionales en 
los que los Estados Miembros son parte. Se debe promover activamente una cultura 
del imperio de la ley. 
 

  Interdependencia 
 

13. Cuando corresponda, las estrategias y los diagnósticos de prevención nacional 
del delito deben tener en cuenta la vinculación entre los problemas de la delincuen-
cia nacional y la delincuencia organizada internacional. 
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  Diferenciación 
 

14. Las estrategias de prevención del delito deben tener debidamente en cuenta, 
según corresponda, las diferentes necesidades de los hombres y las mujeres, así co-
mo las necesidades especiales de los miembros vulnerables de la sociedad. 
 

  IV. Organización, métodos y enfoques 
 

15. Teniendo en cuenta que todos los Estados tienen estructuras gubernamentales 
singulares, en la presente sección se definen instrumentos y metodologías que los 
gobiernos y todos los sectores de la sociedad civil deberían tener en cuenta al elabo-
rar estrategias para prevenir la delincuencia y reducir la victimización. Esta sección 
se basa en las buenas prácticas internacionales. 
 

  Participación de la comunidad 
 

16. En algunas de las cuestiones indicadas más abajo, la responsabilidad principal 
corresponde a los gobiernos. Ahora bien, la participación activa de las comunidades 
y otros sectores de la sociedad civil es una parte esencial de la prevención eficaz del 
delito. Las comunidades, en particular, deberían cumplir una función importante de-
terminando las prioridades de la prevención del delito, la aplicación y la evaluación, 
y ayudando a determinar una base sostenible de recursos. 
 

  A. Organización 
 

  Estructuras gubernamentales 
 

17. Los gobiernos deben prever la prevención como aspecto permanente de sus es-
tructuras y programas de lucha contra la delincuencia, asegurando el establecimien-
to de responsabilidades y objetivos claros dentro del gobierno en cuanto a la organi-
zación de la prevención del delito, concretamente: 

 a) Estableciendo centros o puntos de coordinación con experiencia y recursos; 

 b) Estableciendo un plan de prevención del delito con prioridades y objeti-
vos claros; 

 c) Estableciendo vínculos y coordinación entre organismos o departamentos 
pertinentes del gobierno; 

 d) Fomentando las asociaciones con organizaciones no gubernamentales, las 
empresas, los sectores privado y profesional y la comunidad; 

 e) Buscando la participación activa de la población en la prevención del de-
lito e informándola sobre las necesidades y los medios de acción y sobre su función. 
 

  Capacitación y creación de capacidad 
 

18. Los gobiernos deben apoyar el desarrollo de conocimientos y competencias de 
prevención del delito: 

 a) Facilitando el desarrollo profesional de los funcionarios de categoría su-
perior de los organismos pertinentes; 
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 b) Alentando a las universidades, academias y otras entidades educativas 
pertinentes a impartir cursos básicos y avanzados, incluso en colaboración con 
especialistas; 

 c) Trabajando con los sectores profesional y docente para desarrollar califi-
caciones profesionales y de certificación; 

 d) Promoviendo la capacidad de las comunidades para determinar sus nece-
sidades y satisfacerlas. 
 

  Apoyo a las asociaciones 
 

19. Cuando corresponda, los gobiernos y todos los sectores de la sociedad civil 
deben apoyar el principio de la asociación, concretamente: 

 a) Difundiendo los conocimientos sobre la importancia de este principio y 
los componentes de las asociaciones fructíferas, incluida la necesidad de que todos 
los asociados tengan funciones claras y transparentes; 

 b) Fomentando la formación de asociaciones a diferentes niveles y entre los 
diferentes sectores; 

 c) Facilitando el funcionamiento eficiente de las asociaciones. 
 

  Sostenibilidad 
 

20. Los gobiernos y otros organismos de financiación deben esforzarse por lograr 
la sostenibilidad de programas e iniciativas de prevención del delito que hayan re-
sultado eficaces, concretamente: 

 a) Examinando la asignación de recursos para establecer y mantener un 
equilibrio apropiado entre la prevención del delito y la justicia penal y otros siste-
mas, a fin de que sean más eficaces en la prevención del delito y de la victimiza-
ción; 

 b) Estableciendo responsabilidades claras en cuanto a financiación, progra-
mación y coordinación de iniciativas de prevención del delito; 

 c) Fomentando la participación de la comunidad para asegurar la sostenibilidad. 
 

  B. Métodos 
 

  Base de conocimientos 
 

21. Los gobiernos y, en su caso, la sociedad civil deben facilitar la prevención del 
delito basándose en sus conocimientos, concretamente: 

 a) Proporcionando la información que necesitan las comunidades para abor-
dar los problemas de la delincuencia; 

 b) Apoyando la adquisición de conocimientos útiles y de aplicación prácti-
ca, que sean científicamente fiables y válidos; 

 c) Apoyando la organización y la síntesis de los conocimientos y determi-
nando y colmando las lagunas en la base de conocimientos; 
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 d) Compartiendo esos conocimientos, según corresponda, con investigado-
res, entes normativos, educadores, especialistas de otros sectores pertinentes y la 
comunidad ampliada en general; 

 e) Aplicando esos conocimientos para repetir intervenciones satisfactorias, 
concebir nuevas iniciativas y prever nuevos problemas de delincuencia y posibilida-
des de prevención; 

 f) Estableciendo sistemas de datos para ayudar a administrar la prevención 
del delito de manera más económica, incluso realizando estudios periódicos sobre la 
victimización y la delincuencia; 

 g) Promoviendo la aplicación de esos datos a fin de reducir la victimización 
repetida, la persistencia de la delincuencia y las zonas con altos niveles de 
delincuencia. 
 

  Planificación de intervenciones 
 

22. Los encargados de planificar las intervenciones deben promover un proceso 
que incluya: 

 a) El análisis sistemático de los problemas de la delincuencia, sus causas, 
los factores de riesgo y las consecuencias, en particular en el plano local; 

 b) Un plan que aproveche los enfoques más apropiados y adapte las inter-
venciones a los problemas y al contexto específicos de la localidad; 

 c) La ejecución de un plan para realizar intervenciones apropiadas que sean 
eficientes, eficaces y sostenibles; 

 d) La movilización de las entidades que tengan capacidad para abordar las 
causas; 

 e) Vigilancia y evaluación. 
 

  Evaluación del apoyo 
 

23. Los gobiernos, otras entidades de financiación y los encargados de formular y 
ejecutar programas deben: 

 a) Realizar evaluaciones rigurosas a corto y a largo plazo de las actividades 
que funcionan, del lugar en que se realizan y de las causas de su éxito; 

 b) Realizar análisis de costos y beneficios; 

 c) Evaluar hasta qué punto las actividades logran reducir los niveles de de-
lincuencia y victimización, la gravedad de los delitos y el temor a la delincuencia; 

 d) Evaluar sistemáticamente los resultados y las consecuencias imprevistas, 
tanto positivas como negativas, de las actividades realizadas, como una reducción 
de las tasas de delincuencia o la estigmatización de personas y comunidades. 
 

  C. Enfoques 
 

24. En la presente sección se dan más detalles sobre los enfoques de prevención 
del delito basados en las situaciones y en el desarrollo social. Se esbozan también 
enfoques que deben tratar de aplicar los gobiernos y la sociedad civil para prevenir 
la delincuencia organizada. 
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  Desarrollo social 
 

25. Los gobiernos deben abordar la cuestión de los factores de riesgo de la delin-
cuencia y la victimización: 

 a) Promoviendo factores de protección mediante programas amplios de de-
sarrollo social y económico que no produzcan estigmatización, incluidos los pro-
gramas de salud, educación, vivienda y empleo; 

 b) Promoviendo actividades que eliminen la marginación y la exclusión; 

 c) Promoviendo la solución positiva de conflictos; 

 d) Utilizando estrategias de educación y sensibilización de la población para 
promover una cultura del imperio de la ley y la tolerancia respetando al mismo 
tiempo las identidades culturales. 
 

  Prevención de situaciones 
 

26. Los gobiernos y la sociedad civil, incluido, cuando corresponda, el sector em-
presarial, deben apoyar el desarrollo de programas de prevención del delito basados 
en las situaciones, concretamente: 

 a) Mejorando el diseño ambiental; 

 b) Utilizando métodos apropiados de vigilancia en que se respete el derecho 
a la intimidad; 

 c) Alentando un diseño de los bienes de consumo que los haga más resisten-
tes a la comisión de delitos; 

 d) Haciendo hincapié en el “endurecimiento” sin afectar a la calidad de las 
zonas edificadas ni limitar el libre acceso a los espacios públicos; 

 e) Aplicando estrategias para prevenir la repetición de casos de victimización. 
 

  Prevención de la delincuencia organizada 
 

27. Los gobiernos y la sociedad civil deben tratar de analizar y resolver los víncu-
los entre la delincuencia organizada transnacional y los problemas de delincuencia 
de ámbito nacional y local, concretamente: 

 a) Reduciendo las posibilidades actuales y futuras de los grupos de delin-
cuentes organizados de introducir en mercados legales el producto de delitos, recu-
rriendo para ello a medidas adecuadas de tipo legislativo, administrativo y de otra 
índole; 

 b) Aplicando medidas para impedir que grupos delictivos organizados abu-
sen de las licitaciones públicas y de las subvenciones y licencias para realizar acti-
vidades comerciales concedidas por autoridades públicas; 

 c) Elaborando estrategias de prevención del delito, cuando corresponda, pa-
ra proteger a grupos socialmente marginados, especialmente las mujeres y los niños, 
que sean vulnerables a las actividades de los grupos delictivos organizados que se 
dedican a la trata de personas y el tráfico de migrantes. 
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  V. Cooperación internacional 
 

  Reglas y normas 
 

28. Al promover las actividades internacionales de prevención del delito, se invita 
a los Estados Miembros a que tengan en cuenta los principales instrumentos 
internacionales relacionados con los derechos humanos y la prevención del delito, 
en los que sean parte, como la Convención sobre los Derechos del Niño (resolución 
44/25 de la Asamblea General, anexo), la Declaración sobre la eliminación de la 
violencia contra la mujer (resolución 48/104 de la Asamblea General), las 
Directrices de las Naciones Unidas para la Prevención de la Delincuencia Juvenil 
(Directrices de Riad) (resolución 45/112 de la Asamblea General, anexo), la 
Declaración sobre los principios fundamentales de justicia para las víctimas de 
delitos y del abuso de poder (resolución 40/34 de la Asamblea General, anexo), las 
directrices para la cooperación y la asistencia técnica en la esfera de la prevención 
del delito urbano (resolución 1995/9, anexo), así como la Declaración de Viena 
sobre la delincuencia y la justicia: frente a los retos del siglo XXI (resolución 55/59 
de la Asamblea General, anexo) y la Convención de las Naciones Unidas contra la 
Delincuencia Organizada Transnacional y sus Protocolos (resolución 55/25 de la 
Asamblea General, anexos I a III, y resolución 55/255 de la Asamblea General, 
anexo). 
 

  Asistencia técnica 
 

29. Los Estados Miembros y las organizaciones internacionales de financiación 
pertinentes deben proporcionar financiación y asistencia técnica, incluso para crea-
ción de capacidad y capacitación, a los países en desarrollo y a los países con eco-
nomías en transición, a las comunidades y a otras organizaciones pertinentes para la 
ejecución de estrategias efectivas de prevención del delito y seguridad de las comu-
nidades en los planos regional, nacional y local. En ese contexto, se debe prestar es-
pecial atención a las investigaciones y las medidas de prevención del delito median-
te el desarrollo social. 
 

  Creación de redes 
 

30. Los Estados Miembros deben fortalecer o establecer redes internacionales, re-
gionales y nacionales de prevención del delito con miras a intercambiar prácticas 
prometedoras y de eficacia comprobada, determinar elementos que se puedan transfe-
rir y poner esos conocimientos a disposición de las comunidades en todo el mundo. 
 

Vínculos entre la delincuencia transnacional y la delincuencia local 

31. Los Estados Miembros deben colaborar para analizar y eliminar los vínculos 
entre la delincuencia organizada transnacional y los problemas de delincuencia de 
ámbito nacional y local. 
 

  La prevención del delito como prioridad 
 

32. El Centro para la Prevención Internacional del Delito de la Oficina de Fiscali-
zación de Drogas y de Prevención del Delito de la Secretaría, la red de institutos afilia-
dos y asociados del Programa de las Naciones Unidas en materia de prevención del 
delito y justicia penal y otras entidades pertinentes de las Naciones Unidas deben 
incluir entre sus prioridades la prevención del delito con arreglo a lo dispuesto en 
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estas directrices, establecer un mecanismo de coordinación y redactar una lista de 
expertos que puedan realizar evaluaciones de las necesidades y prestar asesoramien-
to técnico. 
 

  Difusión 
 

33. Los órganos pertinentes de las Naciones Unidas y otras organizaciones deben 
cooperar para producir información sobre prevención del delito en el mayor número 
de idiomas posible, utilizando medios impresos y electrónicos. 
 
 

  2002/14 
Promoción de medidas eficaces para abordar las cuestiones  
de los niños desaparecidos y el abuso o la explotación sexuales  
de los niños 
 
 

 El Consejo Económico y Social, 

 Recordando la Convención sobre los Derechos del Niño60, el Protocolo facul-
tativo de la Convención sobre los Derechos del Niño relativo a la venta de niños, la 
prostitución infantil y la utilización de niños en la pornografía61, la Convención de 
las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional62 y el Proto-
colo para prevenir, reprimir y sancionar la trata de personas, especialmente mujeres 
y niños, que complementa a la Convención de las Naciones Unidas contra la Delin-
cuencia Organizada Transnacional63, 

 Recordando también la Declaración Universal de Derechos Humanos64, 

 Recordando además la resolución 50/145 de la Asamblea General, de 21 de di-
ciembre de 1995, relativa al Noveno Congreso de las Naciones Unidas sobre Pre-
vención del Delito y Tratamiento del Delincuente, en que la Asamblea hizo suyas las 
resoluciones aprobadas en el Noveno Congreso, entre ellas la resolución 7, de 7 de 
mayo de 1995, sobre el niño como víctima y autor de delitos y el Programa de las 
Naciones Unidas en materia de justicia penal65, 

 Recordando el Primer Congreso Mundial contra la Explotación Sexual Comer-
cial de los Niños, celebrado en Estocolmo del 27 al 31 de agosto de 1996, y la De-
claración y el Programa de Acción66 aprobados en el Congreso Mundial con objeto 
de promover la protección de los derechos del niño y de poner fin a la explotación 
sexual comercial de los niños, en particular aplicando la Convención sobre los De-
rechos del Niño y demás instrumentos pertinentes, 

 Recordando también el Segundo Congreso Mundial contra la Explotación 
Sexual Comercial de los Niños, celebrado en Yokohama (Japón) del 17 al 20 de 
diciembre de 2001, en el que los participantes aprobaron el Compromiso Mundial de 

__________________ 

 60 Resolución 44/25 de la Asamblea General, anexo. 
 61 Resolución 54/263 de la Asamblea General, anexo II. 
 62 Resolución 55/25 de la Asamblea General, anexo I. 
 63 Ibíd., anexo II. 
 64 Resolución 217 A (III) de la Asamblea General. 
 65 Véase el Informe del Noveno Congreso de las Naciones Unidas sobre Prevención del Delito y 

Tratamiento del Delincuente, El Cairo, 29 de abril a 8 de mayo de 1995, (A/CONF.169/16/Rev.1 
cap. I). 

 66 A/51/385, anexo. 


